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En la actualidad estamos viviendo en un mundo donde los medios  informáticos y 
de telecomunicaciones son esenciales en la vida de cada una de las personas, a 
tal punto de llegar a rediseñar las relaciones interpersonales, pero como 
contraprestación estamos pagamos un alto precio, pues en la mayoría de los 
casos, los principales datos que son tenidos en cuenta para conocer el perfil de 
una persona es la información que arroja un computador, es decir que un perfil 
negativo implica la exclusión de acceder a determinador servicios o ser contratado 
para algún empleo. Las personas estamos siendo marcados, esta es la razón por 
la cual la protección de datos adquiere gran trascendencia en la vida de las 
personas incluso en nuestro sistema político institucional.  
En Colombia  casi veinte años después que la Asamblea Nacional Constituyente 
introdujera en nuestra Constitución Nacional como fundamental el derecho de 
habeas data, es decir a conocer, actualizar y corregir la información de los 
ciudadanos, recogida en bases de datos, el Congreso aprobó una ley estatutaria 
de carácter general que debe servirle de instrumento a las personas de nuestro 
país para seguir avanzando hacia una protección real, integral y racional del 
derecho a la privacidad. 
Con la Ley 1266 de 2008 de Protección de Datos Personales, se recoge  todo el 
desarrollo jurisprudencial que se había venido manejando en el país debido al 
vacío jurídico en el que nos encontrábamos, además incorpora en su texto los 
principales estándares internacionales en materia de protección de los  datos 
personales, se desarrolla de manera insipientemente, disposiciones que faltaban 
por inscribirse legalmente, tales como la reserva de datos sensibles, la creación de 
mecanismos de autorregulación corporativa y la protección de la información de 
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los menores de edad, estos son grandes adelantos en materia legislativa, aunque 
es indudable que aún quedan unos enormes vacios, los cuales deberán seguirse 











Considero  que el temas que escogido  ha sido poco explorado y es desconocido 
no solo para los usuarios del crédito, sino para la población en general, que frente 
a la ignorancia  de la norma tanto constitucional, como la específica –ley 1266 de 
2008, permite que se le vulneren sus derechos  al habeas data, al buen nombre  y 
principios  universales como son la buena fe, el debido proceso y la presunción de 
inocencia  y se propague ese sentimiento de indefensión. Nosotros como 
profesionales en el derecho y futuros especialistas en derecho comercial estamos 
en la obligación de conocer a fondo el tema de la protección de datos de 
personales en Colombia hacia donde nos dirigimos en un futuro con este tema  y 
cuáles son nuestras herramientas frente a los enormes  vacios legislativos en 
busca de los remedios judiciales los cuales en la medida que los titulares de la 
información reclamen por sus derechos, se irá decantando una jurisprudencia que 
proteja sus intereses y derechos y que, en la práctica, actúe como una regulación 
de una actividad que está acostumbrada a manejar información sensible como si 
















El presente trabajo de investigación va dirigido a determinar la suficiencia de las 
garantías establecidas en la ley con respecto a la protección de datos personales 
específicamente la información financiera y crediticia de los usuarios del crédito en 
Colombia y ser finalmente material de estudio para los demás compañeros de 























Determinar si es veraz la información reportada en las bases de datos en torno al 
perfil financiero de las personas. 
 
 
Describir los mecanismos de protección que los usuarios del crédito tienen para la 




















La Información financiera  es un conjunto de datos personales que muestran la 
relación de cada persona sea natural o jurídica con las actividades derivadas del 
uso y manejo de los recursos financieros asignados a una institución financiera o 
crediticia, esta información revela  la situación actual de derechos y obligaciones 
con dichas entidades. 
 
La ley 1266 de 2008, equipara la información financiera y crediticia  a otro tipo de 
información indistintamente de donde provengan  y que nacen de otro tipo de 
obligaciones, es así como en su artículo tercero literal j  establece lo siguiente 
“Para todos los efectos de la presente ley se entenderá por información financiera, 
crediticia, comercial, de servicios y proveniente de terceros países, aquella 
referida al nacimiento, extinción de obligaciones dinerarias, independientemente 
de la naturaleza  del contrato que les de origen. 
 
 
1.1 Productos que se reportan  
 
 
En general los productos que se reportan son los que ofrece toda entidad 
financiera o comercial, pero aclaro que el informe muestra solo los productos que 
cada persona utiliza de dicho sector, tales como las cuentas que se abren en los 
bancos pueden ser de ahorro o corriente, conjunta, individual o colectiva, los 
cupos de sobregiro,  las tarjetas de crédito y las obligaciones de cartera. Los CDT, 
los saldos de las cuentas corrientes y de ahorros no son reportados, por seguridad 





1.2 Sectores de la economía que hacen los reportes 
 
 
Actualmente en Colombia, encontramos que las entidades que más  realizan 
reportes a las centrales de datos son las que se  encuentran en el sector 
financiero debido a la actividad que desarrollan, pues el servicio de intermediación 
financiera, según lo dispuesto el artículo 335  de la Constitución Nacional  es de 
“interés público” este es el fundamento  básico para el mantenimiento de la 
confianza en el sistema de ahorro y crédito por parte de sus usuarios. Los 
operadores de la información,  que registran el comportamiento financiero y 
comercial de las personas, propenden  la satisfacción de un fin de naturaleza 
legal, pues como se anotó anteriormente este  se encuentra  consagrado en 
nuestra norma de normas, con todo no se puede excluir otros sectores de la 
economía que hacen parte del sector real, pues esta es un mecanismo de presión  
que utilizan para el cobro de su cartera vencida.  
 
 
1.2.1 Sector Financiero 
 
 
El sector financiero en Colombia hace referencia a entidades públicas o privadas 
que desarrollan actividades tales como la administración, utilización, explotación, y  
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disposición de los recursos de captación del país con el manejo, aprovechamiento.  
En Colombia se conocen 4 tipos de entidades las cuales son:1 
 Instituciones Financieras 
 Otros tipos de instituciones financieras 
 Entidades aseguradoras e intermediarias de seguros 
 Sociedades Que Tienen Un Régimen Especial 
 
1.2.1.1. Instituciones Financieras 
 
Son las entidades cuya actividad es captar en moneda legal con recursos del 
público en depósitos a la vista o a término y  a su vez colocarlos a través de 
préstamos para vivienda, construcción o para libre inversión, consumo, 
descuentos, anticipos u otras operaciones de crédito. 
Entidades que lo conforman 
 
o Establecimientos o entidades  bancarios comerciales, de economía 
mixta e hipotecaria (Ej.: Bancolombia, Banco Agrario de Colombia, 
Banco de Occidente, Banco de Bogotá, Banco Popular, etc.) 
o Corporaciones financieras 
o Corporaciones de ahorro y vivienda 
o Compañías de financiamiento comercial (financian el comercio) 
o Organismos cooperativos de grado superior y de carácter financiero 
(el cliente se convierte en ahorrador y socio). 
 
                                                 
1
 Tomado de la monografía de Victoria Visbal, publicada en monografías.com 
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1.2.1.2 Otras Instituciones Financieras 
 
Encontramos aquí entidades que estimulan el ahorro mediante la constitución de 
capitales de dinero  a cambio de desembolsos únicos o periódicos, con posibilidad 
de reembolsos anticipados por medio de sorteos. 
 
Entidades que lo conforman 
 
Sociedades de capitalización (captan dinero por medio de CDT´s y bonos y lo 
colocan en proyectos para la inversión) Sociedades de Servicios Financieros: No 
captan masivamente dineros públicos, trabajan con su propio capital y administran 
el dinero que reciben de sus clientes. 
 
o Fiduciarias (Administran bienes e inversiones, pueden recibir letras 
de cambio o giros- Fiducolombia). 
o Arrendamientos financieros: Leasing (arrendamiento de maquinaria o 
inmuebles en el cual la primera opción de compra la obtiene el 
cliente. Ej.: Leasing de Occidente). 
o Factoring (compran cartera de clientes y se encargan de cobrarlas 
Ej.: Factor Group.). 
o Almacenes Generales de depósitos (conservan, manejan, distribuyen 





1.2.1.3 Entidades aseguradoras e intermediarias de seguros  
 
 
Su actividad es asumir las pérdidas que se amparen como riesgo, en virtud de un 
contrato de seguro para cubrir los eventuales siniestros que sufran sus clientes. 
 
Entidades que lo conforman 
 
o Compañías de seguros y compañías o cooperativas de reaseguros 
o Agencias de Seguros  (Ej. Suramericana de Seguros) 
 
1.2.1.4. Sociedades Que Tienen Un Régimen Especial 
 
 
Estas sociedades realizan funciones crediticias de fomento, de acuerdo con los 
fines específicos contemplados en la ley que las creó. 
 
Algunas entidades que lo conforman 
 
o FINAGRO 
o  ICETEX 
o BANCOLDEX  
o FONDO NACIONAL DE GARANTIAS2 
                                                 
2
 Tomado de Monografía de Victoria Visbal, Monografias.com Agosto 2010.  
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1.2.2. Sector Real 
 
 
Igualmente  se reportan todas las obligaciones adquiridas con el sector real de la 
economía, el cual se puede definir como una agrupación de actividades 
económicas dentro de las cuales se encuentran las del sector primario, las del 
sector secundario y algunas actividades del sector terciario.  
 
1.2.2.1 Sector primario o agropecuario 
 
Es el sector que obtiene el producto de sus actividades directamente de la 
naturaleza, sin ningún proceso de transformación. Dentro de este sector se 
encuentran la agricultura, la ganadería, la silvicultura, la caza y la pesca. No se 
incluyen dentro de este sector a la minería y a la extracción de petróleo, las cuales 
se consideran parte del sector industrial. 
 
1.2.2.2 Sector secundario o industrial 
 
Comprende todas las actividades económicas de un país relacionadas con la 
transformación industrial de los alimentos y otros tipos de bienes o mercancías, los 
cuales se utilizan como base para la fabricación de nuevos productos. 
Se divide en dos sub-sectores: industrial extractivo e industrial de transformación: 
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+   Industrial extractivo: extracción minera y de petróleo. 
+ Industrial de transformación: envasado de legumbres y frutas, 
embotellado de refrescos, fabricación de abonos y fertilizantes, vehículos, 
cementos, aparatos electrodomésticos, etc. 
 
1.2.2.3 Sector terciario o de servicios 
 
Incluye todas aquellas actividades que no producen una mercancía en sí, pero que 
son necesarias para el funcionamiento de la economía. Como ejemplos de ello 
tenemos el comercio, los restaurantes, los hoteles, el transporte, los servicios 
financieros, las comunicaciones, los servicios de educación, los servicios 
profesionales, el Gobierno, etc. 
Es importante aclarar que no todas las actividades del sector terciario se incluyen 
en el sector real. Actividades como el comercio están incluidas, sin embargo, los 
servicios financieros no son parte del sector real.  Según lo anterior, se podría 
decir que al sector real pertenecen todos los sectores económicos, exceptuando el 
sector financiero y monetario. 3 
 
Teniendo claro  lo anterior tenemos que  los   créditos adquiridos con el comercio 
en general diferente del sector financiero, como por ejemplo créditos con 
compañías de telefonía celular, de televisión, ventas por catálogos, créditos con 
almacenes de cadena, grandes superficies entre otros, entran en el reporte. 
 
 
                                                 
3
 Tomado del documento cuales son los sectores de la economía? De la biblioteca virtual LUIS ANGEL 
ARANGO. www.banrepcultural.org. 
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1.3 Información que se reporta 
 
 
La información financiera que se reporta de las personas bien sea naturales o 
jurídicas, nacionales o extranjeras es básicamente la que se halla generado 
producto de la relación con esos sectores, bien sea negativa o positiva; al respecto 
la ley 1266 de 2008 en su artículo 14, literales a y b y la sentencia proferida por la 
Corte Constitucional C- 1011 de 2008, aclara que las expresiones reporte negativo 
o reporte positivo hacen referencia exclusivamente al cumplimiento o 
incumplimiento de la obligación,  al manejo de la obligación (mora o atención de la 
deuda). 
 
1.3.1 Dato Negativo 
 
La información financiera negativa son los datos que reflejan  el mal manejo que 
ha habido de uno o varios productos ofrecidos por la o las entidades financieras, 
es decir,  mal manejo de cuenta corriente, incumplimiento en las obligaciones 
crediticias, el tiempo de mora, el estado en que se encuentra la obligación (cobro 
prejurídico, jurídico), cantidad de obligaciones en los diferentes sectores 
económicos. A mayor grado de endeudamiento va ha ser menor la posibilidad de 
adquirir un nuevo crédito porque se incrementa el riesgo de incumplimiento de las 
obligaciones. La calificación que se otorga a la obligación depende del grado de 
antigüedad de la mora y de otros factores que cada entidad bancaria considere 
relevante, como por ejemplo la actualización de avalúos de inmuebles dados en 
garantía,  renovación  de documentación requerida por la entidad, balances, etc. .  
 
La anterior información influye en el reporte que específicamente maneja  la 
CIFIN, este informe llamado Precisión de uso exclusivo de las entidades 
financieras, en dicho informe  tenemos un campo denominado huella, es decir que 
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cuando una entidad afiliada consulta ésta quedará  registrada, también 
encontramos un campo denominado resultado el cual puede ser:  
 
1.3.1.1. Viable 1- Este resultado se otorga a las personas que tienen un 
excelente manejo de sus obligaciones financieras, son cumplidos con 
sus pagos en todos los sectores económicos, tiene bajo endeudamiento 
y para los bancos indica que  se pueden otorgar créditos sin ningún tipo 
de garantía hasta determinado monto. 
 
1.3.1.2 Viable 2- Este resultado refleja que una persona a pesar de 
haber tenido buen hábito de pago, su grado de endeudamiento es mayor 
lo que disminuye la posibilidad de adquirir una nueva deuda. 
  
1.3.1.3 Viable3- El endeudamiento está al límite y el cupo para el crédito 
es mínimo. 
 
1.3.1.4 No Viable- Este resultado muestra que la persona ha tenido 
incumplimiento en sus obligaciones, por ende sus obligaciones han sido 
mal calificadas y ha permitido que en un periodo de 6 meses ha 
permitido que sea consultado en las bases de datos  por más de 4 
veces.  
 
1.3.1.5 Pendiente- Este resultado se da a las personas que no han 
tenido ninguna experiencia crediticia con las entidades que reportan a 
estas centrales.4 
 
Este último campo  es a todas luces ilegal e inconstitucional, pues al operador de 
la información no le es dado emitir ningún criterio con respecto a la información 
                                                 
4
 Fuente Confidencial 
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que se reporta del titular, esto se constituye en una especie de fichaje y contraria 
el principio de veracidad y temporalidad de la información . 
 
 
1.3.2. Calificación de la cartera de obligaciones por antigüedad en la mora 
 
Según la antigüedad en la morosidad  de una obligación, la calificación será: 
 
CATEGORÍA        C. CONSUMO       C.VIVIENDA  
  A                     0-30 días   0-60 días  
  B    31-60 días   61-150 días  
  C    61-90 días   151-360 días  
  D    91-180 días   361-540 días  
  E    +1de 180 días + de 540 días  
 
K – Es la cartera castigada, que ya se considera irrecuperable y que la entidad 
financiera asume como perdida. 
 
Pero esta calificación depende directamente del manejo que cada entidad 
financiera le dé a esta,  los parámetros  los fija la Superintendencia Financiera de 
Colombia.   
 
1.3.3 Duración del reporte del dato negativo 
 
El dato negativo se mantendrá por el doble del tiempo de la mora si es menor a 2 
años ó hasta por un plazo máximo de 4 años, a partir del momento en que las 




Pero ¿Qué pasa con las obligaciones que quedan insolutas?, Es importante tener 
en cuenta que por mandato constitucional, en Colombia no existen las condenas a 
perpetuidad 
Al respecto la Corte Constitucional ha manifestado en diferentes fallos que “los 
términos negativos obrantes en los bancos de datos y en las centrales de riesgos 
no pueden tornarse perennes, pues ello contradice los derechos fundamentales 
de los ciudadanos”5. Además “ la divulgación indefinida del mal comportamiento 
pasado de un usuario del sistema financiero, al no ser una medida idónea para 
informar el nivel real actual de respuesta patrimonial de esta persona, puede 
llegar a operar en la práctica como una sanción imprescriptible y 
desproporcionada, al vetar al acceso al crédito y demás servicios que ofrece el 
sistema financiero.6 
 
Este problema se venía presentando desde antes de la entrada en vigencia de la 
ley 1266 de 2008, por tal razón la Corte Constitucional  solicitó  al legislador la 
reglamentación del derecho establecido en el artículo 15 de la Constitución 
Nacional el cual habla del  habeas data, pues se hacía urgente  determinar el 
límite temporal y demás condiciones sobre el uso de la información7. Con respecto 
al límite temporal del dato financiero, la Corte desarrolló parámetros para delimitar 
el tiempo de la conservación del dato en las centrales de riesgo financiero8 en el 
caso que el deudor pagaba o cumplía con la obligación, pues era necesario llenar 
dicho vacio.  
En la sentencia SU-082 de 1995 igualmente estableció parámetros para cuando 
existieran procesos judiciales pendientes con respecto a la obligación insoluta:  
                                                 
5
 T-164 de 2010 
6
 Sentencia T-798 de 2007 
7
 Sentencia SU-082 de 1995 
8
 En la Sentencia T-164 de 2010, se resumen  los supuestos de la siguiente manera:  
“(1) Pago voluntario más tiempo de mora inferior a 1 año= Término de caducidad era el doble de aquel.  
(2) Pago voluntario más  tiempo de mora había  superior a 1 año=Término de caducidad era de 2 años. 
(3) Pago como resultado de un proceso ejecutivo= Término de caducidad era de 5 años.  
(4) Pago efectuado con la sola notificación del mandamiento de pago= Término de caducidad era el mismo 
que se aplicaba para el  pago voluntario.”  
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“…cuando el pago se ha producido una vez presentada la demanda, con la 
sola notificación del mandamiento de pago, el término de caducidad será 
solamente de dos (2) años, es decir, se seguirá la regla general del pago 
voluntario.  
Igualmente debe advertirse que si el demandado en proceso ejecutivo invoca 
excepciones, y éstas prosperan (sic), y la obligación se extingue porque así lo 
decide la sentencia, el dato que posea el banco de datos al respecto, debe 
desaparecer  Naturalmente se exceptúa el caso en que la excepción que 
prospere sea la de  prescripción, pues si la obligación se ha extinguido por 
prescripción, no ha habido pago, y, además, el dato es público.”  
En aquella época no era de recibo que el dato negativo fuera eliminado ante la 
declaración de prescripción dado que la obligación no se había cumplido 
efectivamente. 
 
Actualmente la Corte Constitucional ante el enorme vacío con que nació la ley de 
habeas data estableció como termino de caducidad del dato diez años,  dado que  
el procedimiento civil  hoy en día permite que  la prescripción de la obligación se 
haga de oficio, es decir sin que medie sentencia al respecto, por esta razón el 
Juez de tutela es el llamado a que este término lo contabilice  a partir del momento 
en que la obligación se haga exigible sin la necesidad de la declaración judicial, 
claro está que adicional a esto se debe continuar con el reporte  a manera se 
sanción por cuatro años más, para de esta forma dar cumplimiento al principio de 
caducidad del dato.  
 
Como puede observarse no es necesario esperar que el acreedor ejerza la acción 
de cobro para que el deudor pueda alegar la prescripción extintiva como 
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excepción9. De forma tal que, como ocurría en algunos casos, si se exigiera 
declaración judicial de prescripción respecto de una obligación frente a la cual el 
acreedor no adelante acción de cobro, el deudor no tendría oportunidad de 
excepcionar la prescripción, y en consecuencia no podría hacerse efectiva la 
caducidad del dato.10 Por lo tanto, en razón  del amparo del derecho habeas al 
olvido y al derecho al olvido11  del deudor, el juez Constitucional tiene la potestad 
de contabilizar el término de diez años desde el momento en el que la obligación 
es exigible.  
  
                                                 
9
 Artículo 306 Código Procedimiento Civil colombiano. En este artículo se establece que la prescripción no 
puede ser declarada de oficio por el Juez, sino que esta debe ser alegada por la parte demandada dentro del 
proceso.   
10
 Al respecto la Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil en sentencia del 20 de octubre de 1971 
dijo: “El artículo 2512 del Código Civil distingue la prescripción adquisitiva o usucapión de la prescripción 
extintiva. La primera es un modo de adquirir el dominio de las cosas ajenas que están en el comercio, por 
haber sido poseídas con las condiciones legales; la segunda es un modo de extinguir las acciones o derechos 
ajenos por no haberse ejercido durante cierto tiempo y siempre que concurran los demás requisitos de la ley. 
Aquélla, dada su naturaleza, ha de hacerse valer como pretensión a efecto de obtener la declaración judicial 
de que el bien pertenece al demándate por haberlo adquirido por el modo de la usucapión; la otra, en 
cambio, constituye una excepción encaminada a paralizar la acción del demandante, y debe alegarse 
expresamente por el demandado.” (Negrilla fuera de texto)  
11
 Citado en la Sentencia T-164 de 2010. 
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2.1  Generalidades 
 
Con la Constitución de 1991 se  le da legalidad a la creación  de las bases de 
datos para la recolección, tratamiento y circulación de la información personal  y el 
correlativo deber de proteger los derechos fundamentales de los ciudadanos.  El 
artículo 15 de la Constitución señala „„Todas las personas tienen derecho a la 
intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y el Estado debe respetarlos y 
hacerlos respetar‟‟. De igual modo, tienen derecho a conocer, actualizar y rectificar 
las informaciones que se hayan recogido sobre ellas en bancos de datos y en 
archivos de entidades públicas y privadas. En la recolección, tratamiento y 
circulación de datos se respetarán la libertad y las demás garantías consagradas 
en la Constitución Política de Colombia, adicionalmente en el artículo 20 de la 
Constitución Nacional que reconoce el derecho a recibir información veraz e 
imparcial y el artículo  335 de la misma norma que consagra la actividad financiera 
y bursátil como de interés público, hacen posible la existencia de las bases de 
datos, y determinan sus límites en la recolección y manejo de la información. 
 
2.2 Operadores de Información 
 
 
Las entidades que reciben la información de las fuentes de datos son 
denominadas Operadores de información, el artículo Tercero, literal c de la  ley 
1266 de 2008 establece lo siguiente: se entiende por:…. c) Operador de 
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información. Se denomina operador de información a la persona, entidad u 
organización que recibe de la fuente datos personales sobre varios titulares de la 
información, los administra y los pone en conocimiento de los usuarios bajo los 
parámetros de la presente ley. Por tanto el operador, en cuanto tiene acceso a 
información personal de terceros, se sujeta al cumplimiento de los deberes y 
responsabilidades previstos para garantizar la protección de los derechos del 
titular de los datos. Salvo que el operador sea la misma fuente de la información, 
este no tiene relación comercial o de servicio con el titular y por ende no es 
responsable por la calidad de los datos que le sean suministrados por la fuente de 
información. 
Las entidades que  prestan un servicio de información que permite conocer el 
comportamiento comercial y financiero de las personas que allí son reportadas por 
parte de las entidades financieras, del sector real, de servicios y de 
telecomunicaciones, que suscriben contratos con los operadores de datos. 
 
2.2.1Obligaciones de las centrales de riesgo. 
 
Las centrales de riesgo son entidades que recogen, almacenan y administran los 
datos que muestran el comportamiento actualizado de los titulares de la 
información en los distintos sectores económicos,  pesar que los operadores de la 
información son  una especie de ente intermediario entre la fuente de información 
y el usuario de información,  no lo exime de la responsabilidad de   proteger los 
derechos constitucionales los titulares de la información. 
 
La Jurisprudencia de la  Corte Constitucional  ha decantado el tema de las 
obligaciones de los operadores de datos fijando la  siguiente posición:  
 
Las entidades administradores de bases de datos financieros son responsables:  
1. Que el ejercicio de la recolección, tratamiento y circulación de datos sea 
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razonable y no lesione los derechos fundamentales de los titulares de la 
información. 
 
2. De la incorporación de los nuevos datos que le sean remitidos, en particular 
cuando de la inclusión de dichos datos se deriven situaciones ventajosas 
para el titular. 
 
3. De retirar los datos una vez se cumplan los términos de caducidad de los 
mismos. 
 
4. De mantener separadas las bases de datos que se encuentren bajo su 
cargo y de impedir cruces de datos con otros bancos de información;  
 
5. De garantizar la integridad y seguridad de la información almacenada. 
 
6. De verificar que la entidad que le remite datos para divulgación, cuenta con 
la autorización previa, expresa  y escrita del titular del dato para el efecto 
 
7. De informar a este último que la información será incluida en su fichero”12  
 
Es claro  que  estas entidades tiene la obligación de proteger y garantizar a los 
titulares de la información derechos fundamentales como  el derecho al habeas 
data, al buen nombre, a la intimidad, a la honra, a la buena fe, pues la información 
que manipula debe ser dirigida al cumplimiento del principio de veracidad y debe 
ser  actualizada permanentemente. Las centrales de riesgo en su función 
garantista de derechos, antes de registrar en su base de datos algún reporte 
enviado por  cualquier entidad financiera sobre la información de un titular de la 
información, debe verificar  la veracidad de los mismos y si cuentan con la 
autorización, los soportes y demás condiciones que señala la ley, para realizar el 
                                                 






2.3 Fuentes de información financiera 
 
Las entidades financieras en calidad de fuente de información  suscriben contrato 
con los operadores de información (Centrales de Información), las cuales les 
permiten el reporte y consulta de los datos de sus clientes o futuros clientes. Entre 
estas encontramos Central de Información Financiera de la Asociación Bancaria, 
entidades Financieras de Colombia S.A. “CIFIN” y con Datacrédito Computec S.A.  
Las entidades que forman parte del sector financiero al otorgar un crédito realizan 
una actividad que implica correr un riesgo y el riesgo cambia si se trata de un 
deudor que atiende cumplidamente o no sus obligaciones crediticias, por tal razón  
las entidades financieras en defensa del interés público,  dado que manejan 
recursos captados del público, se ven avocados previamente al otorgamiento de 
un crédito a informarse y evaluar conjuntamente con otros factores  sobre el hábito 
de pago de su futuro deudor, por esto se torna  indispensable  que  el reporte y  
uso que estas instituciones le den a la información proveniente de las Centrales de 
Riesgo sea  real y sobre todo actualizada .  
 
 
2.3.1 Deficiencia de las empresas o instituciones para el otorgamiento 
de créditos 
 
Cada entidad financiera tiene sus propios lineamientos para evaluar el riesgo 
antes de otorgar un crédito a una persona, la  información de las bases de datos  
debería ser  apenas un dato que  mirado en conjunto con otros, como el nivel de 
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endeudamiento y la capacidad de pago entre otros arrojarían la realidad financiera 
de las personas. 
Pero contrario a lo que  ordena la ley, generalmente la información suministrada 
por la base de datos es el principal  elemento de referencia, de acuerdo al artículo 
10 parágrafo 1o de la ley 1266 de 2008 el cual establece “ARTÍCULO 
10. PRINCIPIO DE FAVORECIMIENTO A UNA ACTIVIDAD DE INTERÉS 
PÚBLICO. La actividad de administración de información financiera, crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de terceros países está directamente 
relacionada y favorece una actividad de interés público, como lo es la actividad 
financiera propiamente, por cuanto ayuda a la democratización del crédito, 
promueve el desarrollo de la actividad de crédito, la protección de la confianza 
pública en el sistema financiero y la estabilidad del mismo, y genera otros 
beneficios para la economía nacional y en especial para la actividad financiera, 
crediticia, comercial y de servicios del país. 
PARÁGRAFO 1o.La administración de información financiera, crediticia, 
comercial, de servicios y la proveniente de terceros países, por parte de fuentes, 
usuarios y operadores deberán realizarse de forma que permita favorecer los fines 
de expansión y democratización del crédito. 
 
Los usuarios de este tipo de informes deberán valorar la información en forma 
concurrente con otros factores o elementos de juicio que técnicamente inciden en 
el estudio de riesgo y el análisis crediticio, y no podrán basarse exclusivamente en 
la información relativa al incumplimiento de obligaciones suministrada por los 
operadores para adoptar decisiones frente a solicitudes de crédito. 
 
La Superintendencia Financiera de Colombia podrá imponer las sanciones 
previstas en la presente ley a los usuarios de la información que nieguen una 




3. CONDICIONES PARA EL REPORTE DE LA INFORMACIÓN FINANCIERA 
EN LA BASE DE DATOS. 
 
 
Las Condiciones  necesarias para el reporte de la información financiera a las 
centrales de riesgo son: en primer lugar la veracidad y certeza de la información y 
en segundo lugar la autorización previa y expresa del titular de la información para 
el reporte del dato financiera, tanto para el reporte de la información positiva como 
la negativa; pero por ser de especial cuidado el reporte negativo, el análisis se 
centrará  en esta última. 
 
Por medio de  jurisprudencia constitucional,  se venían desarrollando algunos 
principios  que quedaron establecidos en  la ley 1266 de 2008,  de esta forma 
brindarle  la protección necesaria para que la información registrada en los bancos 
sea veraz, completa, exacta, actualizada y comprobable; en la Sentencia T-798 de 
200713 la Corte Constitucional, dispuso algunas reglas para el manejo de la 
información que reposa en las centrales de riesgo, dentro de las cuales se 




3.1. Veracidad de la Información. 
 
 
Uno de los fundamentos del derecho habeas data  y al buen nombre es que la 
información que se reporte de determinada persona en la base de datos sea 
veraz, no cabe la idea de  que se pueda allegar datos falsos, parciales, 
incompletos e insuficientes. 
  
                                                 
13 M. P. Jaime Córdoba Triviño 
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La corte ha hecho especial énfasis sobre el tema de la información falsa o 
errónea, puesto que con este tipo de información no solamente pone en juego  los 
derechos a la honra y al buen nombre de la persona, sino también por las 
consecuencias que esto contrae y el llamado “ efecto multiplicador”  que tiene el 
informe negativo en las entidades usuarias de  la información contenida en la base 
de datos o archivo, adicionalmente la actividad  económica que desarrolla esa 
persona sufre un perjuicio y se refleja directamente en su  patrimonio. El reporte 
negativo a una persona implica el cierre de las puertas  del mundo comercial y 
financiero lo que puede provocar una serie de incumplimientos forzados, la 
incapacidad de adquirir  nuevas obligaciones, la cesación de pagos hasta llegar al 
extremo de producir la quiebra de la persona.  
 
Los titulares de la información tienen derecho que se actualice su información en 
las bases de datos, esto hace referencia  a la facultad de exigir  que  toda nueva 
información, especialmente  aquella  que corresponda al cumplimiento de sus 
obligaciones- sea  registrada de manera inmediata al banco de datos.  
 
La finalidad del banco de datos es el registro minucioso del comportamiento, de la 
costumbre  del titular de la información ante los sectores económicos y de esta  
forma tener un dato  para establecer el riesgo, por tal motivo el almacenamiento 
de nuevos datos positivos no significa que el derecho se extienda a que el dato 
negativo anterior sea suprimido de inmediato,  consecuencia  de lo anterior porque  
para el fin antes dicho, es necesario que el registro  permanezca un mínimo en el 
banco de datos.  
 
La Corte Constitucional en sentencia SU-082 de 199514,   precisó  que “el núcleo 
esencial del derecho de habeas data está integrado, por una parte, por el derecho 
a la autodeterminación informática y, por otra, por la garantía de la libertad, en 
general, y por la libertad económica, en particular”. 
                                                 
14




Es decir que cualquier persona se encuentra facultada para controlar o determinar  
la recolección, uso y divulgación de ciertos datos sobre ella, de conformidad con la 
normatividad vigente. La garantía de la libertad del titular de la información 
básicamente queda contenida  en que los datos publicados son realmente ciertos 
y que haya mediado autorización expresa, libre  y específica para este fin. 
 
En la sentencia T-803 del 7 de octubre de 201015, la Corte constitucional, trata el 
tema de la suplantación, el cual guarda directa relación con la veracidad de la 
información; en dicha sentencia se amparan de los  derechos fundamentales a la 
intimidad y al habeas data de la accionante pues  en ese caso se  evidenció la   
falta de certeza sobre el titular de la obligación, lo cual  necesariamente implicaba 
la inviabilidad de reportar dato alguno ante las centrales de riesgo, porque con 
esto se  vulneraba de manera flagrante el principio de veracidad, consagrado en el 
artículo 4° de la Ley 1266 de 2008, este principio involucra el conjunto de las 
demás disposiciones incluidas en la citada ley, esto es, la prohibición que contiene 
el mismo artículo 4° de registrar y divulgar datos parciales, incompletos, 
fraccionados o que induzcan a error. “Concluye  la Sala que la accionante no 
puede verse perjudicada por la negligencia de (…) en cuanto a la verificación 
diligente de los documentos presentados para la solicitud del crédito, máxime si se 
tiene en cuenta que por causa del reporte negativo la actividad económica de la 
actora se ve afectada dada su calidad de comerciante que requiere la capacidad 
de contraer nuevas obligaciones de tipo crediticio”. Este constituye un importante 
aporte de la Corte Constitucional, ante el vacío legislativo, con respecto a la 
suplantación del titular de la información, caso que con frecuencia encontramos 




                                                 
15
 M.P. Juan Carlos Henao Pérez 
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3.2. Autorización Previa. 
 
 
El requisito de autorización previa, implica que ésta sea escrita, clara, expresa, 
concreta y libremente manifestada por el titular de la información como condición 
para que una entidad financiera pueda divulgar información relacionada con la 
historia crediticia de una persona. Conforme al artículo 12 de la ley 1266 de 2008 y 
el correspondiente desarrollo jurisprudencial sobre este tema, el reporte de datos 
negativos a centrales de información crediticia debe ser previamente comunicado  
al titular de la información, con el fin de que este pueda probar que ya realizó o 
que va a efectuar el pago de la obligación y de esta forma ejercer sus derechos al 
conocimiento, rectificación y actualización de los datos, antes de que estos sean 
expuestos al conocimiento de terceros; el mismo artículo señala un término de 20 
días calendario contados  a partir de la  fecha del envío de la comunicación o del 
extracto a la última dirección  declarada como domicilio del cliente, donde le avise 
al titular de la información que sobre el reporte que se va a hacer, este es un 
requisito de procedibilidad impuesto a la fuentes de información  para que el 
operador de la información pueda proceder a realizar el reporte.   
 
En este orden de ideas, cuando una persona encuentra que no ha dado 
autorización para el reporte, o que las condiciones en las que está recopilada la 
información no son congruentes  con la autorización que otorgó y que además no 
le fue comunicado previamente que realizaría el reporte, entonces el titular de la 
información está facultado para reclamar la exclusión del dato, pues son derechos 
que por ley son irrenunciables. 
 
Ahora bien, uno de los eventos en los que este derecho adquiere mayor 
relevancia, es el relacionado con la recopilación de información en bases de datos 
creadas para establecer perfiles de riesgo de los  usuarios actuales y potenciales 
del sistema financiero. 
35 
 
Con respecto a  los requisitos que debe reunir tal autorización para efectos del 
reporte, la Corte Constitucional ha señalado que ésta debe ser libre, previa, 
expresa, escrita y proveniente del titular del dato.16 El hecho de que una persona 
solicite un servicio a una entidad financiera autoriza al funcionario únicamente 
para que revise su realidad económica  no a publicar lo que ha tenido 
conocimiento en razón del servicio que presta, para que pueda divulgar tales 
datos, debe contar con autorización previa, explicita y concreta del titular del la 
información y sólo puede hacerlo con el fin de preservar la estabilidad económica . 
 
La ley no establece el termino de vigencia de la autorización que el titular de la 
información otorga a la fuente de información, pero  atreves de  jurisprudencia se 
ha fijado que es el tiempo que dure la relación contractual con la entidad financiera 
o comercial. La Corte Constitucional ha sostenido que cuando una persona otorga 
autorización a una entidad para divulgar su historia crediticia en los términos antes 
expuestos, tal autorización “(…) i) debe entenderse otorgada por el tiempo que los 
datos resulten pertinentes para enjuiciar los hábitos de pago y la solvencia 
patrimonial de sus titulares, y ii) sólo puede abarcar datos ciertos sobre 
obligaciones dinerarias insolutas, líquidas y exigibles”.17 
 
Los anterior, por cuanto “(…) los datos vetustos, caducos e inciertos no 
determinan el nivel real actual de respuesta patrimonial de cada usuario del 
sistema, y en razón de que es la certeza sobre las obligaciones realmente 
impagadas la que permite a quien analiza una solicitud de crédito emitir juicios 
objetivos de cumplimiento”.18 
 
En la sentencia T-022 de 1993, la Corte Constitucional, tuteló  el derecho de un 
demandante de quien circulaban datos personales de contenido crediticio sin su 
                                                 
16
 Ver al respecto las sentencias T-022 de 1993, T-097 de 1995, SU-082 de 1995, T-552 de 1997, T-527 de 
2000, T578 de 2001 y T-729 de 2003, entre otras. 
17





consentimiento en una base de datos, tal Corporación encontró entonces que para 
"favorecer una plena autodeterminación de la persona" y ante la "omisión de 
obtener la autorización expresa y escrita del titular para la circulación  de sus 
datos económicos personales", era necesario ordenar a la central de información 
financiera en cuestión el bloqueo de las datos personales del actor.  
 
Posteriormente, en la sentencia T-729 de 200219, la Corte Constitucional analizó la 
tutela interpuesta por un ciudadano contra el Departamento Administrativo de 
Catastro (Alcaldía Mayor de Bogotá) y la Superintendencia Nacional de Salud, 
debido a que estas entidades tenían bases de datos en internet sobre predios 
ubicados en Bogotá y afiliaciones al sistema de salud, a las que cualquier persona 
podía tener acceso. El actor alegaba que la existencia de dichas bases violaba su 
derecho a la intimidad y ponía en riesgo su vida y la de los miembros de su familia. 
La Corporación concedió el amparo solicitado porque estimó que el tutelante no 
había otorgado su autorización para que sus datos figuraran en las bases de datos 
referidas así como ninguna otra persona cuyos datos figuraban allí mismo. 
 
En otra sentencia la  T-592 de 200320, la Corte Constitucional concedió la tutela a 
varias personas a quienes, a pesar de haber pagado voluntariamente sus 
obligaciones, se les seguía reportando como morosa. El La fundamento  de la 
sentencia se basó en que la Corporación que encontró que las autorizaciones que 
habían dado los accionantes a las entidades demandadas, no reunían los 
requisitos exigidos por la jurisprudencia constitucional en la materia y, además, 
habían sido utilizadas indebidamente, a  juicio de la sala, ciertamente los 
demandantes habían concedido autorización a las entidades financieras 
demandadas para reportar sus datos negativos a las centrales de riesgo 
financiero, pero tales autorizaciones, por haberse otorgado con antelación a la 
existencia del dato adverso y por su carácter de abiertas y accesorias a las 
                                                 
19
 M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 
20
 M.P. Álvaro Tafur Galvis. 
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operaciones de crédito, “(…) no denotaban un real consentimiento de los 
otorgantes, ni indicaban el cabal respeto de sus libertades y demás garantías 
constitucionales, en cuanto no estuvieron acompañadas de la información 
oportuna sobre su utilización, aparejada del alcance del reporte, ni de su 





                                                 
21
 La Corte también estimó que se había vulnerado el derecho al habeas data de los tutelantes, toda vez que (i) 
no habían sido debidamente notificados del reporte, (ii) no se les había concedido la oportunidad de ejercer su 
derecho a la rectificación y actualización del dato, y (iii) las entidades accionadas habían reportado datos 
erróneos fruto de sus propio desorden administrativo. Además, en el caso de aquellos a quienes las entidades 
financieras accionadas les había entregado un paz  salvo y les había hecho creer que sus registros negativos 
desaparecerían, consideró que se había vulnerado su buena fe. 
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El  artículo 15 de nuestra carta política desarrolla  y vincula  los derechos 
fundamentales a la intimidad, el buen nombre y al habeas data, así  “Todas las 
personas tienen derecho a su intimidad personal y familiar y a su buen nombre, y 
el Estado debe respetarlos y hacerlos respetar. De igual modo, tienen derecho a 
conocer, actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre 
ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas.” Pese a 
esto cada uno de ellos cuenta con sus características diferentes, en especial 
derecho al buen nombre y el derecho a la intimidad  tiene una relación directa 
con el principio de veracidad como a continuación  se verá 
  
El buen nombre de una persona hace referencia  al concepto que los demás 
miembros de la sociedad tienen de un individuo en relación con su 
comportamiento, honestidad, honorabilidad, calidades, condiciones humanas y 
profesionales, antecedentes y ejecutorias. Este hace parte de los más valiosos 
componentes  del patrimonio moral y social de la persona y constituye un factor 
indispensable de la dignidad que a cada uno debe ser reconocida. 
  
Este derecho se vulnera cuando, sin fundamento, entre los miembros de la 
sociedad, en forma directa y a través de   cualquier  medio de comunicación se 
emiten informaciones falsas o erróneas o que distorsionan el concepto público 
que se tiene de ese  individuo y que, por lo tanto, tienden a enervar el prestigio y 
la confianza de los que disfruta en el entorno social en cuyo medio actúa, o 





Pero el buen nombre proviene del adecuado comportamiento del individuo frente 
a esa sociedad, es decir de la exteriorización que él haga de sus actos ante la 
comunidad. 
  
Al respecto la Corte mediante sentencia SU-082 de 1995 concluye que el 
derecho al buen nombre es un derecho relacionado con el comportamiento del 
individuo dentro de la sociedad, por lo tanto se entiende que es un derecho 
público por naturaleza, pues depende de la opinión de terceros con respecto a la 
persona. 
 
Por otro lado encontramos el derecho a la intimidad, el cual con total acierto ha 
sido definido por la Corte Constitucional  como    “aquel espacio intangible, 
inmune a las intromisiones externas, del que se deduce un derecho a no ser 
forzado a escuchar o a ser lo que no desea escuchar o ver, así como un derecho 
a no ser escuchado o visto cuando no se desea ser escuchado o visto.   “ 22 
 
La limitación a este derecho la encontramos en el resultado  de las relaciones 
interpersonales en que participamos cada uno de nosotros pues nos vemos 
obligados a sacrificar parte de esa intimidad y en determinadas ocasiones por 
razones de interés general. 
 
Pero a pesar de que el derecho a la intimidad no es un derecho absoluto, las 
personas tenemos la facultad de exigir la veracidad  y el correcto manejo de la 
información que se publica, este  poder que tiene el individuo de exigir el 
adecuado manejo de la información, la autorización, su uso, conservación y 
circulación de su información, de conformidad con las regulaciones legales ha 
                                                 
22
 Sentencia T-530/92, M.P. Dr. Eduardo Cifuentes Muñoz 
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sido denominado por la Corte Constitucional como la autodeterminación 
informática 23 
 
Resulta evidente que el derecho a la intimidad concierne a la vida privada del 
individuo es por esto que se protege la facultad que tiene la persona de 
determinar el manejo que se le da a su información, de aquí se desprende  el 
derecho al habeas data. 
 
Entendido esto, tenemos que el derecho de habeas data es “aquel que permite a 
las personas naturales y jurídicas, conocer, actualizar y rectificar la información 
que sobre ellas se haya recogido en bancos de datos y en archivos de entidades 
públicas y privadas. De la misma manera, este derecho señala la obligación de 
respetar la libertad y demás garantías constitucionales en el ejercicio de las 
actividades de recolección, tratamiento y circulación de dato24. La Corte 
Constitucional, en repetidas sentencias expresa: “El núcleo esencial del derecho al 
habeas data está integrado por el derecho a la autodeterminación informática  y 
por la libertad, en general y en espacial económica”. 
 
Bajo estos presupuestos el derecho fundamental al habeas data resulta vulnerado 
cuando la información contenida en el archivo de datos sea recogida “de manera 
ilegal, sin el consentimiento del titular del dato (i), sea errónea (ii) o recaiga sobre 
aspectos íntimos de la vida de su titular no susceptibles de ser conocidos 
públicamente (iii)”.25 
En efecto, el derecho al hábeas data resulta afectado cuando los administradores 
de la información recogen y divulgan hábitos de pago sin el  
                                                 
23
  Sentencia  Corte Constitucional No. T-552 de 1997 M. P. Vladimiro Naranjo Mesa, T-592 de 2003. M. P. 
Álvaro Tafur Galvis.  concepto retomado y adicionado en la  sentencia T-592 de 2003. M. P. Álvaro Tafur 
Galvis.   
24
 Sentencia T-421 de 2009- 
25
  Corte Constitucional  -Sentencia T-176 de 1995-  
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consentimiento de su titular o cuando aun existiendo la autorización para el 
reporte, se niegan a la actualización y rectificación del dato, teniendo derecho a 
ello, las personas afectadas. 
 
En relación con estos temas, en la Sentencia T-592 de 2003, la Corte 
Constitucional expresó que el consentimiento del titular de la información sobre el 
registro de sus datos económicos en los procesos informáticos, debe estar aunado 
a la necesidad de que aquel cuente con oportunidades reales para ejercer sus 
facultades de rectificación y actualización durante las diversas etapas de dicho 
proceso, ya que resultan esenciales para salvaguardar su derecho a la 
autodeterminación informática. 
 
4.1. Un caso real. 
 
 
Este es un caso real del cual se  aporta la correspondiente autorización libre y 
expresa de la señora MARIA EUGENIA BERMUDEZ GARCIA, identificada con 
cédula de ciudadanía No. 29.187.619, quien a su vez me otorgo poder para llevar 
a cabo el trámite necesario para ser borrada de la base de datos, además para 
que sea indemnizada por la entidad financiera que hizo el reporte, por  los 
perjuicios ocasionados al haber sido reportada  y castigada su obligación de 
manera injustificada. 
  
La señora en mención adquirió la obligación No. 648-0008564-3 con Banco de 
Bogotá oficina Yumbo Valle,  crédito de consumo, el día 28 de Marzo de 2005  
por valor de Seis Millones Doscientos Ochenta y Ocho Mil  Pesos Moneda 
Corriente, la amortización del crédito a treinta y seis meses con pago de cuotas 




De acuerdo a información suministrada por la cliente ella tuvo efectivamente una 
mora en el pago de tres cuotas, por motivos ajenos a su voluntad, pero en cuanto 
se entero de tal situación,  día 25 de Agosto de 2006, se dirigió la entidad 
bancaria mencionada  y canceló  la totalidad de la deuda, que a esa fecha era de 
SIETE MILLONES DOSCIENTOS MIL PESOS MONEDA CORRIENTE 
($7.200.000.oo). 
 
El entonces Gerente de tal entidad expidió el correspondiente paz y salvo, 
(documento No. 5).  
 
El día 13 de Abril del presente  año, después de más de cinco años de cancelada 
su obligación con el Banco de Bogotá, mi poderdante se dirigió a otra entidad 
bancaria a solicitar un crédito por valor de QUINCE MILLONES DE PESOS 
MONEDA CORRIENTE ($15.000.000.oo) para poder desarrollar un nuevo 
proyecto productivo, aclaro que la actividad de mi cliente es la agricultura.  
 
La entidad bancaria negó dicha solicitud dado que actualmente la señora MARIA 
EUGENCIA BERMUDEZ GARCIA  se encuentra mal calificada de acuerdo al 
reporte expedido por la  Cifin, resultado “NO VIABLE”,  su obligación se 
encuentra  en K (castigada).  
 
El día 25 de Abril de 2011, un familiar de mi cliente,  realizó las averiguaciones 
correspondientes  en el Banco de Bogotá sobre el estado de la deuda, en esa 
oportunidad la obligación No. 648-0008564-3 aun se encontraba vigente con 
mora mayor a 720 días y con un depósito en garantía pendiente por aplicar. 
 
Quince  días después se realizo una nueva consulta en el Banco de Bogotá, 
oficina Zarzal,  acerca del estado de la obligación en mención y aparentemente 
esta ya había sido cancelada internamente por la entidad bancaria, a pesar de 
esto continua el reporte negativo en la Base de datos.   
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Como abogada de la señora en mención me encuentro tramitando el derecho de 
petición, solicitándole  al aperador de la información  para que sea borrado 
inmediatamente el dato negativo que se reportó, pues no se  cumple con el 
principio de veracidad requerido, constituyéndose en una evidente vulneración al 
derecho de hábeas data y eventualmente, a otros derechos fundamentales, como 
el buen nombre. 
 
Mi poderdante  no puede verse perjudicada por la negligencia de las personas 
obligadas a presentar el reporte mensual para actualizar las bases de datos, peor 
por los funcionarios de dicha entidad que no aplicaron la cancelación de la 
obligación en su debido momento, hace más de seis años. Con el reporte negativo 
la actividad económica de mi poderdante se ve afectada dada su calidad de 
agricultora que requiere la capacidad de contraer nuevas obligaciones de tipo 
crediticio. 
Documento No. 1. Autorización para publicar caso de MARIA EUGENIA 
BERMUDEZ GARCIA.- Fecha,  Mayo 20 de 2011.  
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Documento No. 4.  Página 2- Reporte CIFIN, donde consta que la obligación 





Documento No. 5.  Paz y salvo de obligación No. 008564, expedido por el Banco 
de Bogotá – Oficina Yumbo Valle, fecha Agosto 25 de 2006. 
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4.2. Consultas y Reclamos a las centrales de riesgo. 
 
 
La legislación nacional establece los mecanismo mediante los cuales el titular del 
dato reportado en las centrales de riesgo puede  tramitar  las peticiones, consultas 
y realizar reclamos para conocer un dato o para que sea corregido, actualizado o 
borrado. Este puede ser impetrado ante el operador  de la información  o la fuente 
de información, según el caso. 
 
En el artículo  16 de la Ley 1266 de 2008  es la norma  que guía el trámite de las 
consultas y  reclamos, pero limitare  al tramite contenido en el segmento   numero 
II,  numeral cuarto del mencionado artículo, pues es el que nos merece mayor 
cuidado, sobre todo por ser requisito de procedibilidad para toda acción judicial, 
bien sea tutela u otro tipo de procedimiento judicial, el articulo en mención 
establece lo siguiente:  
 
II. Trámite de reclamos. Los titulares de la información o sus causahabientes que 
consideren que la información contenida en su registro individual en un banco de 
datos debe ser objeto de corrección o actualización podrán presentar un reclamo 
ante el operador, el cual será tramitado bajo las siguientes reglas: 
 
4. En los casos en que exista una fuente de información independiente del 
operador, este último deberá dar traslado del reclamo a la fuente en un término 
máximo de dos (2) días hábiles, la cual deberá resolver e informar la respuesta al 
operador en un plazo máximo de diez (10) días hábiles. En todo caso, la respuesta 
deberá darse al titular por el operador en el término máximo de quince (15) días 
hábiles contados a partir del día siguiente a la fecha de presentación de la 
reclamación, prorrogables por ocho (8) días hábiles más, según lo indicado en el 
numeral anterior. Si el reclamo es presentado ante la fuente, esta procederá a 
resolver directamente el reclamo, pero deberá informar al operador sobre la 
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recepción del reclamo dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a su recibo, de 
forma que se pueda dar cumplimiento a la obligación de incluir la leyenda que diga 
“reclamo en trámite” y la naturaleza del mismo dentro del registro individual, lo cual 
deberá hacer el operador dentro de los dos (2) días hábiles siguientes a haber 
recibido la información de la fuente. 
 
5. Para dar respuesta a la petición o reclamo, el operador o la fuente, según sea el 
caso, deberá realizar una verificación completa de las observaciones o 
planteamientos del titular, asegurándose de revisar toda la información pertinente 
para poder dar una respuesta completa al titular. 
 
6. Sin perjuicio del ejercicio de la acción de tutela para amparar el derecho 
fundamental del hábeas data, en caso que el titular no se encuentre satisfecho 
con la respuesta a la petición, podrá recurrir al proceso judicial 
correspondiente dentro de los términos legales pertinentes para debatir lo 
relacionado con la obligación reportada como incumplida. La demanda 
deberá ser interpuesta contra la fuente de la información la cual, una vez 
notificada de la misma, procederá a informar al operador dentro de los dos (2) días 
hábiles siguientes, de forma que se pueda dar cumplimiento a la obligación de 
incluir la leyenda que diga “información en discusión judicial” y la naturaleza de la 
misma dentro del registro individual, lo cual deberá hacer el operador dentro de los 
dos (2) días hábiles siguientes a haber recibido la información de la fuente y por 
todo el tiempo que tome obtener un fallo en firme. Igual procedimiento deberá 
seguirse en caso que la fuente inicie un proceso judicial contra el titular de 
la información, referente a la obligación reportada como incumplida, y este 
proponga excepciones de mérito. (Negrilla fuera de texto) 
 
La Corte Constitucional en la Sentencia C-1011 de 2008, considero al revisar  la 




“En cuanto al trámite, el reclamo debe ser incluido en el registro individual 
correspondiente con la expresión “reclamo en trámite” que se mantendrá hasta 
que el mismo sea resuelto, y entre tanto, formará parte de la información que se 
suministre a los usuarios. Se contempla un término máximo de quince días hábiles 
para atender la petición o reclamo, prorrogable hasta por ocho días más, cuando 
no fuere posible atender la solicitud en el plazo inicial, previa información motivada 
de tal hecho al interesado”.  
 
Los  términos antes indicados se aplican en  dos casos, el primero  cuando el 
operador de la información al no poseer los soportes correspondientes tenga que  
trasladar la reclamación a una fuente de información independiente, para que esta 
a su vez  provea  la información  con la cual, el operador, dará respuesta al 
reclamo y segundo cuando el reclamo  se presenta  directamente ante la fuente de 
información, el cual podrá responder, enviando aviso inmediatamente de ello al 
operador para que este a su vez actualice el registro individual con la inscripción  
de “reclamo en trámite”. 
 
Con respecto al  numeral 6° del artículo 16, se resalta la posibilidad  que tiene el 
titular de la información de utilizar los mecanismos judiciales que considere 
convenientes cuando este  quede  insatisfecho con la respuesta obtenida del 
operador o de la fuente, en su caso. Establece también la posibilidad de intentar la 
acción de tutela en buscar de que el derecho que considere vulnerado, hábeas 
data sea protegido, esto no implica la renuncia a otros mecanismos judiciales con 
los cuales se pueda controvertir  lo relacionado con la obligación reportada como 
incumplida por la fuente de información. Este mismo artículo indica expresamente  
que   “la demanda deberá ser interpuesta contra la fuente de la información” la 
cual una vez notificada de la misma procederá dentro de los dos días hábiles 
siguientes a esta a informar al operador26, esto con el objeto que éste cumpla con 
la obligación de realizar la  anotación correspondiente dentro de los 2 días hábiles 
                                                 
26 Dentro de los dos días hábiles siguientes a la notificación. 
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siguientes, actualizando el registro de esa persona con la indicando lo siguiente 
“información en discusión jurídica” y la naturaleza de esa discusión, esta  
anotación permanecerá hasta que la decisión del Juez quede en firme. En el caso 
contrario, es decir cuando  la fuente sea  quien presente la demanda contra el 
titular de la información, el trámite será el mismo en relación con la información 
reportada y éste proponga excepciones de mérito. 
 
Ahora bien, el numeral 8° del artículo 8° de la Ley 1266 de 2008, dicta que existe 
una obligación por parte de la fuente de información de indicar a la central de 
riesgo que la información reportada por ésta se encuentra en discusión por parte 
del titular, cuando se haya presentado una solicitud de rectificación o actualización 
de la misma.  
 
La información objeto de tratamiento debe ser veraz e imparcial y, en tal virtud, es 
lógico que se informe al operador y a los usuarios que el titular está controvirtiendo 
la información, lo cual también se articula a la necesidad de mantener la calidad 
de los datos, referida a que ellos han de ser actuales, completos, comprobables y 
comprensibles.  
 
El cuestionamiento del dato hace parte de una información veraz y completa y, 
además, se articula con el derecho fundamental al debido proceso, por cuanto la 
persona afectada con una información desfavorable o incierta, debe tener la 
oportunidad legal de presentar sus argumentos y razones para cuestionarla. Si 
dicha información es puesta en circulación, es claro que las razones de diferencia 
del titular con determinados datos, sean también puestas en circulación para 













Es innegable la excelente labor  en materia de protección al derecho de habeas 
data que ha realizado la Corte Constitucional en Colombia, antes y después de la 
entrada en vigencia de la ley 1266 de 2008 y actualmente, la posición que ha 
adoptado con respecto a los vacios dejados por la norma enunciada, ha sido 
realmente un gran avance en la búsqueda de la veracidad de la información, 
principio básico  para el amparo de  derechos constitucionales como el derecho al 
habeas data ,al derecho buen nombre, a  la buena fe, a la información, etc. 
  
Finalmente se puede concluir que la información financiera que reposa en las  
bases de datos será  veraz, en la medida que estos operadores de información 
exijan a las fuentes de información lo que establece la ley, es decir la autorización 
previa, la veracidad de la información y sobre todo que realicen efectivamente la 
comunicación previa al titular de la información, para darle la oportunidad de 
cumplir con su obligación y no hacer el reporte negativo o que en caso de 
irregularidad, se pueda hacer el reclamo previamente al reporte, como en el caso 
citado en el presente trabajo. La realidad es que  como todo sistema que es 
manejado por seres humanos es susceptible de errores, pero además está en 
nuestras manos hacer efectivas las herramientas que tanto la norma como la 
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